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DEBATE AGRARIO-RURAL 

La comunidad campesino/indígena 

como suieto socioterritorlal 

Hernán lbarra 

l.o.s procesos de larga durarión que definieron la contextura de la nm11111Íd,• . '"dí¡:cna desde 
el siglo XIX hasta mediados del siglo XX, constituyeron ,1 /a comunidad como un,, imtitucián 
que .�e fue ron figurando desde los derl'chos comun;lles a /;1 tiPrra y los conflictos J'Or /.1 definí 
ción de esos derecho.s. La comunidad es una construn:irín histríric.1 en la que lil.' nodrmes de 
propiedad comunal definieron un .�u;eto colectivo qm• .se apropió de dl'tcrminadas pt•rn•p­
done.� jurídicas en tomo a &•rechos df' tifXJ objetivo. En la larga duracitin SC' comtituyrí un 
sujeto socioterritorial que es definido jurídícamentP e11 un r.iclo dP 1""'"' r ;,;,_.J,._,,,.,,,.u ilin­
prutecciún que engarza la trayectoria del derecho y las int(•rvendones f'Statal!'s 

S 
i se realiza una revisión de los 
conocimientos disponibles SO' 
bre las comunidades campesi­

no/ indígenas, se encuentra un relativo 
interés en la década de 1980, durante el 
auge de los estudios agrarios. En la dé­
cada final del siglo XX, fue muy poco lo 
que se continúo en el tema. Sin embar­
go, la paradoja es que la comunidad se 
tornó un aspecto central de la moviliza­
ción política y las demandas de las or­
ganizaciones étnicas junto a la noción 
de nacionalidad in dígena. Se había des­
cubierto el potencial político de la co­
munidad indígena como sujeto alterna­
tivo en el desarrollo rural y en la politi-

zación de la población rural cuando se 
extinguía el viejo orden agrario. 1 

Mientras en los años ochenta del pa­
sado siglo, se trataban de identificar los 
rasgos sociorganizativos y productivos 
de las comunidades, habían varios su­
puestos quP aludían a la naturaleza his­
tórica y a ciertas continuidades que 
contribuyeron a un conjunto de ideas 
que siendo útiles para los movimientos 
étnicos, terminaron por convertirse en 
creencias sobre las comunidades. Estas 
ideas sobre todo subrayaban el carácter 
de la propiedad comunitaria, las tradi 
ciones del trabajo comunal y su natura­
leza igualitaria. Este énfasis en lo comu-

Acerca de los planteamientos más influyentes sobre la comunidad indígena en los años 
ochenta, ver Varios Autores, Comunidad andina: alternativas políticas de desarrollo. 
CAAP, Quito, 1981; José Sánchez-Parga, La trama de l poder en la romunidad andin.1 
CAAP, Quito, 1986; Roberto Santana, Campesinado indígeniJ y d df•safío d(' l.1 m"'./ 
ernídad, CAAP, Quito, 1983. 
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nal. ocurría orecisamente cuando los 
cambios agrarios, ponían en el tapete el 
deterioro d<> los recursos que maneja­
ban las comunidades campesinas, junto 
con la erosión de las prácticas de reci­
procidad e intercambio laboral a su ·in­
terior) Todo esto en un ambiente de 
vinculación creciente a los mercados y 
los proyectos de desarrollo conducidos 
por el Estado y las ONGs. 

El objeto de este texto es situar los 
procesos de larga duración que definie­
ron la contextura de la comunidad indí­
gena desde el siglo XIX hasta mediados 
del siglo XX. la perspectiva que aquí se 
asume, es la de entender a la comuni­
dad como una institución que se fue 
configurando desde los derechos comu­
nales a la tierra y los conflictos por la 
definición de esos derechos. Estos se re­
fieren a la propiedad común que fue es­
tatuida en la legislación colonial. la co­
munidad es una construcción histórica 
en la que las nociones de propiedad co­
munal definieron un sujeto colectivo 
que se apropió de determinadas percep­
ciones jurídicas en torno a derechos de 
tipo obJetivo. 

Comunidad y derechos comunales 

los derechos a las tierras comunales 
son el sustento para la estructuración dv 
comunidades. Pero esto supone la exi�­
tencia de autoridades étnicas, relacio­
nes con la autoridad del Estado y forma� 
privadas y colectivas de apropiación de 
los recursos. 

Fue un largo r�corrido que lo conce· 
bímos como la "construcción legal" de 
la comunidad. Esto quiere dPcir que és­
ta es una elaboración ¡urídica que supo­
ne una serie de normas jurídicas que 
fueron períilarido la institución comu­
nal. las pormas jurídicas y su corres­
pondient�� institucíonalídad de origen 
colonial, evolucionaron hacia intentos 
de formalización jurídica en la época 
republicana, con la aspiración hacia la 
universalización de derechos, en el se­
no de una sociedad de rasgos estamen­
tales. 

Por otra parte, la cornunidad est;í si­
tuada dentro del marco de la constitu­
ción de un espacio político que supone 
la trama del poder e�tatal. Se halla suje­
ta a las pautas de organización del po­
der local, principalmente en torno a la 
división político administrativa que de· 
fine una estructuración y jerarquización 
del Estado nadonal. Es así que ..1parece 
lo relativo a la "administración de po­
blaciones" como una fórmula construi­
da por modos prácticos de dominación 
-hacia los pueblos indígenas- que se 
construyeron como práctic.;s situadas 
en los niveles locales de poder.3 

El carácter socíoterritorial de la co­
munidad campesino/indígena, no es al­
go predeterminado ni está ti<' L Es el pro­
ducto de un confli<.io por íij<�l derechos 
a las tierras de comunidad, lo que impli­
ca una definición de límites que a la lar­
ga van conf ígurando un espado en el 
que S• · rt'alizan actividades productivas, 
proporcionan una identidad de lugar y 

"L Luciano Martlnez, Economía política dr> fa_, comw•i•lades indígenas, CIRE, Quito, 1987. 
3 Andrés Guerrero, Mfl proceso de iúentílicación: senrido común ciudadano, ventriloquia y 

transescrítura", en A. Guerrero (comp.) ftnicídades, FLACSO/ILDIS, Quito, 2000, p. 9. 



aspectos simbólicos vinculados a creen­
cias religiosas, sitios sagrados y santos 
patronos. Es la otra cara de la construc­
ción del Estado nacional que se susten­
ta en la formación de una comunidad 
política nacional y la extensión de la 
ciudadanía. 

Emerge como un problema la cues­
tión de la ciudadanía en este contexto 
de vigencia de lo comunal. La ciudada­
nía como la construcción del individuo 
que porta un conjunto de derechos civi­
les, políticos y sociales, pasa por un pro­
ceso de incorporación de las clases ba­
jas a los derechos ciudadanos como una 
condición fundamental de una comuni­
dad polftica.4 

Pero en condiciones de persistencia 
de desigualdades sociales y étnicas que 
operan restringiendo el ámbito de lo 
ciudadano, las poblaciones indígenas y 
otros grupos excluidos, solo tienen co­
mo opción una lenta incorporación vía 
la asimilación. Y esta solo puede hacer­
se efectiva mediante la extensión del 
sistema escolar. En estas condiciones, la 
ciudadanización supone un conflicto 
cultural con las pautas comunitarias que 
están centradas en un corporativismo y 
localismo que define identidades espe­
cíficas. 

De modo que la existencia de la CO· 
munidad campesino/indígena es la de 
un cuerpo social que tiene alcances que 
van hacia su configuración jurídica, su 
relación cun las instituciones estatales y 
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la existencia particular de los grupos ét· 
nícos. 

Adicionalmente, una percepción 
fundamental que separa la civilización 
de la barbarie, es la que en el pensa­
miento occidental se presenta no evi­
dente en las conceptualizaciones sobre 
democracia y ciudadanía. Tocqueville, 
por ejemplo, no ignoró a los indios de 
Norte América, ni a los negros. Los in­
dios se encontraban en un estado salva­
je que había sido mantenido distante 
por los blancos, quienes crearon meca 
nismos de apropiación de sus tierras, 
respetando las formas legales. Y se ha­
bían tejido vinculaciones mercantiles 
marcadas por la dependencia de los 
bienes proveídos por los blancos. Lo 
que llevaba a la extinción futura de esas 
poblaciones.5 

La trayectoria de los derechos comuna· 
les 

El origen de las comunidades indí­
genas se encuentra en las reducciones 
que fueron promovidas por las ordenan­
zas del Virrey Toledo entre 1572 y 
1577. Estas ordenanzas estaban dirigi­
das a <:rear un patrón de concentración 
de la población indígena con la finali­
dad de control por parte del Estado co­
lonial. Se definían bienes de comunidad 
y su administración mediante autorida­
des indígenas. El aspecto nodal era el 
tributo indígena colectado por las auto-

4 Reinhard Bendíx, Estado nacional y ciudadanía, Amorrortu l:luenos A �res, 1974. pp. 8] 
104. 

S Alexb de Tocqueville, La democracia en Amérícd. VoLI Alianza. Madrid, 1969. 2• 
Reimp, pp. 300-317 



188 EOJAOOR DEIIATE 

ridades étnicas.�> lo que hay que desta­
car es que también se instituyeron los 
alcaldes y cabildos indígenas como mo­
dos administrativos que podían sobre­
ponerse a los de las autoridades étni­
cas.? 

En el período colonial es posible en­
contrar la existencia di."! 1 itigios por tie­
rras de comunidad que han sido todavía 
poco documentados. Se trata de las tie­
rras de comunidad reivindicadas por ca­
ciques, o en otras ocasiones, estos son 
acusados de disponer d e  estas tierras en 
desmedro de los indios del común. Y 
también las tierras de comunidad apare­
cieron mencionadas en las composicio­
nes coloniales de tierras.B No se debe 
ignorar la intensa movilidad de la po­
blación indígena en los siglos XVII y 
XVIII, cuando se produjo la fusión de 
poblaciones del más diverso origen." 
P,ua fines tributarios, 1�1 término <¡ue 
identííi<·a a las poblaciones indígenas es 
el de pan.-ialidad. 

En la segunda mitad del siglo XVIII, 
las rdormas borbónicas introducen pre­
sione!> prtra la modificadón de la tenen­
cia de las tiC!rras de comunidad. En el al-

tiplano de Bogotá y Cundinamarca se 
ejecutaron medidas tendientes a la pri­
vatización y arrendamiento de tierras de 
resguardo que tuvieron una parcial rea­
lización. las presiones para privatiza­
ción provenían de la población mestiza, 
sectores terratenientes e indígenas. la 
intención de las reformas borbónicas 
era la de constituir un sector de peque­
ños propietarios. lO Esto es importante 
destacar porque es el antecedente sobre 
el cual se definieron los iniciales decre­
tos bolivarianos sobre tierras de comu­
nidad. 

El nuevo punto de partida sobre el 
tema de las tierras de comunidad, es un 
decreto de Simón Bolívar en 1820 acer­
ca de la restitución de tierras de resguar­
do que se hallan indudablemente liga­
das al pago del tributo. En 1821 se expi­
de un nuevo deneto en el que al mismo 
tiempo que se suprimía el tributo indí 
gt:na, ordenaba la repartición de tierras 
de resguardn. Junto a otros decretos de 
parec1clo contenido dirigidos al Perú y 
el Alto Perú en 1824 y lll2S, se insistió 
en la intención de la privatización de 
tierras de comunidad. Sin embargo, 

6 M,ulud M. Marzal, flistoria de la ,mtropologí<� índigeni:.ta: México y f'erú. I'UC, Limd, 
l'llll, pp. IH-144. 

7 l ido Oherem, 1911.5, "la socied<>d índigena durante el p<"ríodo colon1al de 
Hi5p.mo.unéríca", Mi>celánea Amm¡.x)/og1ca lécuatoriana, N� 5, pp. 161·217. 

B Crís11arod Borchart de Moreno, "las tierr,ls de comunid<ld de lít:to, Punln y Ma<:axí: 
F<>clores para su dbminudón e intenws de reslawanón", Revista Andina, 6(2), 1988, 
Cusn>, pp. 503-524; Loreto Rebolledo,. Comunidád y resistencia. ti caso de Lumbisf en 
l,¡ wlonía, H.AC:iO- Abya Yal<�, Quito, 1992. 

'1 K,11en l'oweos. Prendas c<m píes. Migraciones ind/).:enas y >up<'rvivencia culwra/ en la 
t\udienu,¡ de C/uito, Abya Yala, (�uilo, 1994. 

1 o Diana l:lonnett, Tierra y comunidad un problema 1uesudto. El caso del altiplano cundi­
hoy,Kence IVirreynato de Nuev,; e .rana<iaí 1, SO-l IJOO, lnslltulo l.olombiano de 
Aurmpologi<� e Historia· Universidad de los Ande;,, Colombia, 2002. 



posteriores decisiones anularon estos 
decretos. Así que después se afirma una 
tendencia contradictoria a la preserva­
ción de las tierras de comunidad. No 
hay una base para sustentdr que los de­
cretos d!'• la época bolivaríana fueron un 
motor de la expansión de las hacien­
das.11 

En 1828, se restablece la contribu­
ción de indígenas junto a los derechos a 
tierras de comunidad, los protectores de 
indígenas y los pequeños cabildos. Y 
aunque se intentaron afectar las disposi­
cíonf;s sobre tierras de comunidad per­
mitiendo su arrendamiento o venta par­
cial, es claro que la persistencia del tri­
buto permite la existencia de las tierras 
de comunidad. La Ley de Contribución 
de Indígenas de 1851, en tanto estable­
ce un vínculo entre tributo, tierras de 
comunidad y autoridades indígenas, su­
pone la persistencia de la República de 
los indios. Así que hasta 1857, cuando 
es abolido el tributo, se halla plenamen­
te vigente la capacidad de posesión de 
tierras de comunidad. 

En Id medidd de que los derechos de 
ciudadanía, solo eran pmibles en un 
marco censitario, la población indígm¡¡ 
quedabél su¡Ptd a la legislación del tribu 
to. Esto implicaba una continuación de 
los mecanismos coloni.Jies de Í\Jnciona­
miento de la sociedad indígena. Esta le­
gislación debe consid(•rarse como el 
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marco normativo de la sociedad indíge­
na en sus relaciones con la instituciona­
lidad estatal. 

El marco censitario funcionó de un 
modo extremo hasta 1861, cuando se 
levantan algunas barreras y se establee<; 
el sufragio directo durante el gobierno 
de Carda Moreno, puesto que antes de 
ese año, el sufragio era indirecto. Se de­
be recordar que los electores en las pri­
meras décadas de la república, eran una 
minoría que no llegaba al 1% de Id po­
blación. Se trataba de una representa­
ción que se cin unscribía a un reducido 
grupo de electore�_12 No solo los indí­
genas se hallaban excluidos de la ciuda­
danía, sino amplios sectores no indíge­
nas. 

La noción de ciudadanía surgida de 
la revolución francesa, es la definición 
del individuo libre y soberano que está 
en capacidad de ejercer un conjunlo de 
derecho; e ivile� y políticm. Es una idea 
de igualdad jurídica que en su origen 
tiene impon<�nles restricciones < ensitd­
nas. !le puede �er uudad,mo ;íer11pre 
que se sea varón, propiet<�rio y con un 
domicilio. Están iuera de esta definición 
los �irviente�. lo� marginales y las muje 
w;.1l 

<un la fundación del E;tado ecu.JtO· 
riano en 18]0, ocurre la implantación 
de una ciudadanía cen;itaria que solo 
reconocía derechos civiles y político� a 

11 Guillermo Figallo. "Los decreto;, de 11.,liv<l! suhw los derechos de lo� indios y id venid de 
tierras de las comumd.Jdes", lJehik t\¡¡¡atio, No. 19, sep. 1 '197, ltmd, PI'· 11 1 134. 

12 Raíael Quintero, "E:I carácter de la t-S!ntC!Ufd insttlucional de represeniJ< 1Ún polítir a r:n 
el E:stado eeualoriano del siglo XIX'', /ú:víst.:i Cíem:i,¡; Socí,Jh•s, vol . 11, No. 7 ll, '1'!78. 

1] Píerre Ro;anvallon, l.a consagración dt:l ciuclad<�tto. 1-iis!Orta dd ;ulra¡.¡í<' uníver�al en 
Francia., I nstituto Mora, México D.F., 1999, pp. 72-76. 
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los propietarios que poseyeran un bien 
raíz, rentas y t�ducación. ¿Qué implica­
ba ser ciudadano en una sociedad que 
conservó rasgos esta menta les en su es­
tn.ictllradón? 

El Estado ecuatoriano se encontraba 
construyendo una comunidad política 
durante las primeras décadas posterio­
res a 1830, con la exclusión de la po

' 

blación indígena. Esta se encontraba to­
davía comprendida en una versión nue­
va de la república de los indios. Resta­
blecido el tributo indígena desde 1 828, 
las relaciones entre los indígenas y el Es­
tado suponían las prerrogativas de tipo 
colonial tales como la capacidad de dis­
poner de autoridades propias y tener 
ciertas exenciones. 

Entre las disposiciones de 1828 y 
1851 relativas a la contribución de indí­
genas, se reconocen los derechos a tie­
rras de comunidad, la posibilidad de re­
parto individual y arrendamiento a los 
mismos indígenas. Aunque se abrían 
posibilidades de transformar la tenencia 
comunal de tierras, el sentido de esta le­
gislación, es la protección de las tierras 
de indígenas poseídas en común. En la 
Ley de Contribución de Indígenas de 
1851, aparecen mencionadas por pri­
mera vez las tierras de las "comunida­
des de indígenas".14 Desde la perspecti­
va de la articulación de los indígenas al 
Estado, hay por otra parte, una crecien­
te sujeción a la división político admi­
nistrativa, a su dependencia del trazado 
de cantones y parroquias. En las parro­
Quias, con la sujeción a los tenientes 
políticos, y en los cantones con su de-

pendencia de los cabildos municipales 
y jeíes políticos. Aunque hasta 1854 si­
guieron funcionando los protectores de 
indígenas. 

Se trata de un proceso centralizador, 
en el que sin embargo los niveles loca­
les de ejercicio de autoridad y poder es­
tán descentralizados, en tanto tienden a 
ser de tipo patrimonial y despótico y 
con una amplia discrecionalidad en su 
ejercicio. Este proceso se acentúa con la 
supresión del tributo en 1857, en tanto 
supone fa cancelación de un pacto co­
lonial que permitía un orden interno a la 
sociedad indígena. 

las tierras de comunidad eran obje­
to de disputas que requieren ser identi­
ficadas en sus rasgos más generales. En 
siglo XIX, se encuentran hasta 1857 un 
tipo de conflictos que corresponden a la 
época de vigencia del tributo cuando 
en los conflictos por tierras de comuni­
dad, aparecen actores que se definen 
como "el común", mediados por pro­
tectores de indígenas. Se llegan a pre­
sentar los decretos bolivarianos como 
pruebas para legitimar los reclamos. 
Después de 1860, hasta fines del siglo 
XIX, hay una intención por vulnerar las 
tierras de comunidad con la aplicación 
de decretos de venta de tierras comuna­
les y la legislación de tierras baldías que 
fue lograda parcialmente. Esto sobre to­
do estuvo concretado en la legislación 
de tierras baldías de 1865 y 1875, y la 
aplicación de decretos particulares de 
remate de tierras de comunidad. Por 
otra parte, el estado redefine !as relacio­
nes con la comunidad, pasando a privi-

14 Alfredo Rubio Orbe, Legislación indig�·nista del Ecuador, Instituto Indigenista 
Interamericano, México D.F., 1954, p. 48. 



legiar las relaciones individuales que 
trataron de ejecutarse con la inclusión 
di.' los indígenas en los catastros de pro­
piedad. El concepto de ciudadanía que 
está atrás de toda esta legislación y ac­
tm del e�tado, es el de una igualdad ju­
rídica antt-' la ley, sustentada en una su­
jeción particular a los poderes locales 
de nivel parroquial y municipal, con re­
glamentos específicos, procedimientos 
prácticos y obligaciones laborales ante 
el E�tado, concretadas en la vigencia 
del !�abajo subsidiario, que fundamen­
talmente se pone en marcha después de 
1850. 

Un análisis que realicé hace algu­
nos años de alrededor de 20 conflictos 
de tierras ocurridos en la sierra central 
en al siglo XIX, muestra que se trataban 
de juicios en las instancias locales que 
tenían una duración generalmente pro­
longada. En ciertas ocasiones se inte­
rrumpen en alguna fase, se desconti­
núan, o se reinician años más tarde. En 
algunos caso�, concluían en un arreglo 
que fijaba cánones de renta para las co­
munidades externas, aunque en otras 
ocasionPs, se producía una reiterada 
ocupación de facto de los terrenos dis­
putados con la� haciendas, cuando los 
terratenientes y las autoridades locale� 
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constataban que las tierras comunales 
eran ocupadas por los indígenas.'� tsto 
prolongó la antigua tradición de la dis­
puta legal,16 y si bien no produjo modi­
ficaciones importantes en la estructura 
de la propiedad rural, puso un impor­
tante límite a la expansión de las ha" 
ciendas, pese a la vigencia de una legis­
lación que vulneraba los derechos co­
lectivos que daban acceso a tierras co­
munales, En los ocasionales planos que 
se presentan para argumentar en estos 
juicios de tierra�� �e pueden apreciar si­
tuaciones de haciendas rodeadas de 
anejos y poblados mestizos e indígenas. 

Un intento por terminar con la am­
bigüedad que suponía una legislación 
que daba espacios para el manteni­
miento de tierras de comunidad1 fue el 
sucedido en el Congreso de 18921 cuan­
do se presentaron dos proyectos de de­
cretos relativos a las tierras de comuni­
dad. El primero que proponía dividir los 
terrenos de comunidad, y el segundo 
que partía de una situación local de Lo-­
ja pero con intenciones de derivar a una 
aplicación más general. En el primer 
proyecto1 se afirma uQue el sistema de 
comunidades es perjudicial a los intere­
ses de la agricultura>�, mientras que el 
�egundo menciona "C)ue a pesar de las 

1 5 t ternán ibdfra, "Cambios ,;gr.uios y conflictos é1n1cos en la sierra centr<JI '1820 1930", en: 
Estructuras a¡;rarias y movimientos sociales en los ande.s ecuatorianos, IIE-PUCE­
CONUEP, Quito, 1990. 

1 b La tradición litigante indígena, es un .l'f.l"Cto de la capacidad de resistencia a través de 
los litigios judiciales. Esta capacidad d·: m,miubra, parte de la posición proteccionista que 
tiene la legislación mlonial a mediddos del siglo XVI con la asignación de ProlectorE':i 
que patrocinaban las intervenciones d•· los indígena�. Esto incluso había determinddo que: 
los pleitos tuvier;m rr,sultados inseguiu> para los e�pañoles. Cfr. Steve Stern, Los pueblos 
indígenas del Perú y el desaHo de la conquista es¡Jañola. /-luamanga h<Jstd 1640, Alianza 
Ed. , Madrid, 19821 pp. 186-187. 



192 f< tli\llot� DfBM� 

disposir imu !S qup sr· han rlir !;1do rl<�sdl' 
el tiempo Óf' Colombia para quf! lm te­
rrPnos d<>nomínados dP resguardo o dP 
umumidad S!' diviflan y adjudiquPn en 
propiedad a los indios cormmpros; se 
conservan todavía indivisos ¡¡quello� tP­
rrenos f'n algunas provincias de la Re­
ptíhlica como en la de Loja cnn perjui­
do df' la industria agrícola(...)". En los 
dos proyectos, se propone efectuar la 
división de terrenos de t:omunidad, re­
partiendo a las familias, en fund6n del 
núnwro de miembros. El ('ontelli<k) de 
estos proyectos de decH�to� que fueron 
negados y no se tramitaron, deben ver­
se corno íntPntos dt> poner en vigencia 
la 1Pgislaci6n posterior a 1822, y ante­
rior a la l PY de Tierras Baldías d"' 
1865.17 

El ambiente del siglo XIX, tendía a 
Und limitación de los derechos comuna­
les, puesto que se inclinaba a facilitar el 
desarrollo de� la propiedad privada par­
<:<�laria dentro de las comunidades. 
Aunque no existía un reconocimiento 
jurídico de la comunidad, estaban men­
cionadas en los juicios de tierras, o la 
pn'sencia de autoridades comunales re­
conocidas en juicios y las dependencias 
públicas, plantean un reconocimiento 
de hecho. En 1898, un decreto faculta a 
gobernadores y alcaldes indígenas man· 
tener funciones ligadas a la dirección de 
las autoridades estatales. A comienzos 
del siglo XX, la Corte Suprema de justi· 

cía, reconoció en ocasionales senten 
das judiciales la existencia de cornuni­
d;ules como enlidades con personería 
jurídica, de aruef'do a la noción de cor­
poraciones regidas por el C(xligo Civil. 

RespPcto a los indígenas, el período 
liberal (189'i-1915), propone un discur­
so de la justicia abriendo un espado pa-­
ra la queja y la protesta, pero simultá­
neamente, acentúa algunos aspectos 
despóticos del poder, dando mayores 
atribuciones a los tenientes políticos y a 
núcleos a�rratenientes locales, consoli 
dando í•l fenómeno contemporáneo del 
gamonalismo que ya había aparecido 
en el siglo XIX n>mo expresión del ejer­
cicio del poder despótico a nivel lo­
cal.lll Proseguía el objetivo de conver­
sión del indio a la ciudadanía, algo que 
impregnará las intenciones de incorpo­
rar a los indígenas a la escuela, y la su­
presión de la prisión por deudas en 
1918. En 1913 y 1921, hay dos proyec­
tos de decretos sobre la� comunidades 
indígenas que son discutidos, pero no 
producen ninguna legislación. Allí es 
cuando emerge la figura del cuasicon­
trato de comunidad como una disposi­
ción del Código Civil que podría permi­
tir definir a las comunidades corno per­
sona jurídica.19 Pero resurge siempre el 
dilema de suprimir o no las tierras de 
comunidad. Sin embargo, en aquel mo­
mento, era más importante el debate so­
bre el concertaje. 

17 AH.. Proyecto negado en el que trata sobre los terrenos de comunidad y los terrenos de 
reversión, 1892, c.26, leg.3, Doc.12). 

18 Hernán lbarra, "Orígen y decadencia del gamonalismo en la sierra ecuatoriana, Anuario 
de Estudios Americano.s, vol. UX, 2. 2002, Sevilla, pp. 491-51 O. 

19 Mercedes Prieto, Liberalismo y temor: Imaginando los sujetos indígenas Pn el Ecuador 
poscolonial, 189!5-1950, FLACSO-Abya Yala, Quito,2004, pp. 136-137 



Los conflictos rurales y la nueva posi· 
ción de la comunidad 

Entre 1916 y 1930, se manifestó un 
importante ciclo de conflictos rurales y 
protesta indígena en la sierra ecuatoria-

na. Se asiste a una marea .lsn•nrlente de 
conflictos rurales. Hemos sintPtizarlo la 
información, distinguiendo los conflic­
tos entre haciendas y comunidadPs, 
conflictos laborales, sublevaciones lo 
cales y otros con causas v;uias. 

Cuadro No.1 
Conflictos y sublevaciones rurales en la sierra ecuatoriana: 1916-1930 

TIPO OE CONFLICTOS 
-

C onflif"los entre haciendas y comunidad!'� 

Conflictos laborales 

lPvantamien!os locaiPs 
Causas vatias 

TOTAL 
'--- � 

FUFNH: L Ro�ro et.al. (1990) 

Estos diversos conflictos, tienen que 
ser precisados en sus particularidades. 
Percibidos en aquel tiempo como esta­
llidos y signos de malestar, alimentan el 
temor a los indios. 

• Disputas entre haciendas y- co­
munidades, en las que dPsde 
una perspectiva comunal, bus­
caban consolidar o redefinir una 
territorialidad, ocupando de he­
cho ti{!rras de haciendas, o co­
mo resultado del conflicto apa­
recían nuevas transacciones con 
los hacendados respecto a ren­
tas en trabajo o dinero, reprodu­
ciendo las tendencias del con-

NUMERO I"VKU:I'IIIAIES 

19 21 ryo 
ó 7 ly(l 

49 t;b ·�(' 
14 t h ���1 
88 100% 

flicto hacienda comunidad del 
siglo XIX. 

• Conflictos de tipo laboral dentro 
de las haciendas, desde comuni­
dades huasipungueras o de pe 
queños arrendatarios que han 
copado espacios de las h.-.�cien­
das, erosionando el control pa­
tronal.20 Este tipo de conflictos, 
buscaban alterar las condiciones 
laborales, ampliando o defen­
diendo las economías campesi­
nas dentro de las haciendas. 

• La oposición de grupos étnicos a 
ser inscritos en los catastros de 
tierra, o a cualquier acto de re­
gistro estadístico estatal, ocasio-

;w Mercedes Prieto, Condicionamientos de la movílizací6n campesina: el caso de las 
haciendas Olmedo/Ecuador 11926-1948}, Tesis, Dep. de Antropología, PUCE, Quito, 
1978. 



194 f:¡ l!!\! ){ )� DI ¡¡,;,JI 

n.1ba impon,mtes Jetos de pro­
testa colectiva fJUe se• dirig í,m a 
1,15 cabeceras parroquiales o 
pueblos mestizos que eran sitia­
dos por lm indígenas, ret;ditan 
dtl iorm,JS de moviliz.:Kión y 
proteSiil coloni,1L ¿ 1 Sobre todo 
en las sublevaciones locales, im­
plicaban actos violentos y res­
puestas de tipo represivo con un 
aho saldo de muertos y heridos. 
las provincias donde se conom­
traron mayormente estos even­
tos dt� protesta, fueron las pm­
vincias de Chimborazo y AzlMy. 

• Otro tipo de conflictos, son 
aquellos dl! poblddos mestizo� 
que disputaban tierras con ha 
e iendas, motivados por necesi­
dades de crecimiento; conflictos 
intercomunales y <:onflictos por 
a.:ceso a aguas. 

Fue en este clima conflictivo qut• 
rue publicado en 19:U El indio ecuillo­
riano de Pío )aramillo .A.!var::�do, donde 
se argum(.;ntaba il favor de una polifica 
protectora a la población indíger1c1 . y >e 

fijaron los términos básicos del indige· 

nismo como corriente intelectual que 
�erá muy influyente en las politicas del 
Estddn de los años rreinla y cuarenla 

A esta conflictividad, dio respuest<� 
originalmente el Estado, a través de la� 

compewncins atribuidas al Ministerio 
de Previsión Social después de 1926 
con los pron;dimientos de dclinlita( ión 
de haciendas y cornunid,l(ies , la nm·· 

Ít•t.Tión dP planos y reglarnt•ntos de co­
rnwl!d<�d•·>. como ( on�enwncia dt> 1.1 
apl icadón dt> 1.1 ley de Patrimon i o lt'­
rritoriat df'l Estarlo d·· 1927. Fueron es­
los los antecedemes de lo que ser.1 1.1 
Ley de Comunas de 19]7. De modo 
que en los ilños t reinta, ocurrió un cam­
bio en la IPndenria de lo que fue la le· 
gislación del siglo XIX, al proponer el 
Est.ulo una mwva legisladón prolecto 
ra. Así mi�rno, el Código del lr.1bajo en 
1938, reconoció <m un GlflÍitJio la espe· 
cificid,ld de las rei;Kiorw� d•· renta en 
trabajo y en especie que rc¡.:tdn en las 
haciendas de la sierr<� y la costa, dando 
un espddo para la nq;ocíat ión de las 
relacione� de tr.1bajo ruralc�. 

h importante referirse a lJil,J dJ�< u·· 

�iún ><JI m, l..¡s r o!llwtid<Jd<,., tndígvna� 
qtll! ocurR· en ¡q:¿7, lJn abog,Hio nu:n· 
cano, /\lfonso Mario Mor.t, <'�<·tillÓ un 
akg.u;; a iavor de !,1 dbulw íÓn dt: l.1s 

comunidad1:s mdígcn.ts tpu: luc .1mplia · 

menle divulg ado en la pnw,.; y rq1lil" 
do por Pío Jararn!llo Alvarado. 

lo que �t: disf:utid (•ra 1 .. 1 ¡,;usletH 1<1 o 
no de tierras de reversión, u11 tnodo de 

denominar a las tíenas dt• ,Hu¡¡ít•d,ul e�· 
tataL Pilra Mor,¡ esa denofllllioll·ión <'Jd 

de origen colonial y ya no teni,l apile<�-

2 1  Milrtha Musc¡¡so, "Estado, comunidad y levantamwntos indígenas en las provincias de 
Away y Caií.Jr liBO· 19JO "; Arturu Cev.JIIo�. ''Suhlevc�ciones y < onflictos indígenas en 
Chíml.ttJr M o, 1920-19]0", en F. K osero icomp.l. f >lructHras aw<u ias y movimientos 

socíalesenlosAnde�ecuatorianos(l/110-1930),11l i'l.JCf-O)NlJf.P, Quilo, 1990, pp.l­
ú<J y 264··.:170; Machael Baud, "Camp.,�inu; indíg¡·n.as conlra el btado. La huelga de los 
campesinos del A.way. 1920/21". Pmwso.o;, No. 4, 1'191, pp. 41 �72. 



ción. Estaba preontpJrlo con quP los te­
rritorios de haciendas pudieran ser con­
ceptuados como temmos de reversión y 
así podrían volver a propiedad del Esta­
do. Visto desde la perspectiva de la rp 
gión austral, Mora crpía que había llega­
do el momento d(' disolver las comuni-· 
dades, puesto que eran li<:'n·as que care­
cían de un modo de circulación libre y 
obstaculizaban el desarrollo dE> la agri­
cultura y el comercio. las tíerr¡¡s de las 
comunidades, serían rematadas a los 
propios cornunPros y PI Estado se benP· 
fi( ÍJIÍ.J, pue�lo qut· l%1; tie11,1� genera· 
rían írnpuf'stos. "Qut- el Estado tiene de 

wrho de irnporwr contribuciones y df' 
Pxpropiar por c ausa dP utilidild pública, 
n,1díe puede negarlo. Es daro que, f'n 
e�tf' Gbo excepcional y extraordinario, 
esP sistema produc iría efectos saluda· 
bies, porque así y solo así se suprimirían 
las tomunidadPs de indios. Sería una 
operdción de cirugía, si bien dolorosa 
absolutamente necesaria. ·•21. 

Plo laramillo en c.1mbio soshrvr> la 
n(•cesitlad de conservar (a<; comunid.:�­
des de indígenas, en tanto permitían la 
sobrevivenc ia de la población ind ígtma. 
En su visi6n, el problema no eran lasco" 
munídíldes, sino los lat ifundios, PSfJl'· 
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cialmt>nte los del Estado, que se encon­
traban administrados por arrpndatarios 
de acuerdo a la Ley de bendict•ncia de 
1908. A diferencíii del conr ierto que era 
ocioso, indolente y desconfiado por el 
sistema de explotación en el que vivía, 
�"1 comunE:>ro tenía r<�sgos positivos ca­
racterizados por su independencia y ca­
pacidad de defensa de sus derechos. "El 
comunero, por su indPpendenci a eco. 
nórníca, derivada de la prop iedad de su 
parce>la, e'i trabaj;Jdor, bien nutrido, vis­
te nm aseo, sabe defender <.us derechos 

ante las usw paciones de los ha< ;:nda" 
dos Vf!cinos. a lo� que resiste en masa; 

recobril li!s zonas de cultivo abandona­
da�. utiliza la irrigación, y constituye el 
núcleo reivindicatorio de los rl<·rechos 
agrarios del indio, organizando las huel­
gas , y trabaja como peón librf..• sin admi· 
tir concertajes, y por todos esos caracte­
res, el hacendado no mira bien al comu­
nero, y propaga !a urgencia de dividir 
los territorios que éste ocupa." En vista 
de estos rasgos pos itivos, el Estado de­
bía respetar a las comunidades de in­
dios, puesto que éstas "constituye (n) la 
célula del dNt>cho de propiedad de la 
r.11a aborigen que le ha protegido en el 
tiempo del de�poío dP sus tierras, y 

l.! Alionso María Mora, "¡Existen o no en d Eruad01 tprrenos dP rpver5ión?" Apt>nd1n•, pn 
1 ktvclm de propif'd,)(/ y soci,rlísmo, Ti p. de la UnivPrsídact Cuenca, 1927, p . .108" Las 
npiruones i.worables rl la disoluri6n de l.1s comunidades también eran emílidas por 
.m!Orid.ldes dP provincia, eNcanas a los intpreses dP lvs hac<>nd<ldos. El Gobt>rnador de 
runp,urahua, f-ranl'ist o Sevilla. t>mitiú su criterio an•rc-a de las comunidades indígenas, 
indinándnse por su disolución. RepelÍa argumefltos ya t>Xpuestos en 141& por Nicolás 
lv1.ulínPL. Propuso un plan pMil "d,1r 1111 corte definitivo a !'SOS org,li11SI1lo� \·omuneros que 
podernos ll;ml<lr Pst,ulos indq>Pn<liPntPs, qu<' �uhsisten dentro dP Id enttdad ecualoriana. 
• on r•<,torho y mpngu.• d!· su progreso t,mto l'tunúmt(U !"0111<1 �on<�l'. Cnmuni.-anón dP! 
1 .ohNrJ.ldor d!' lungurdhiJ,I fr,mnsnl Scv i l i<l al Ministro d!' Prt•ví�ión Social y Trah;¡jo 
II,HlS!"IIlO t'll ''( IÚrlU .1� tfp <.;,¡turno"· // /)(,¡ 1/(ll/1 'l:!li. t)llll!! 
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constituye en l a  hora presente, el núcleo 
orga nizado para la regeneración del i n ­
dio, siempre despojado por las leyes 
protectoras desde la colonia hasta la sa­
biduría universitaria de hoy. "2l 

Esta controversia en i a  que se evi ­
denciaban modos antiguos d e  percep­
ción del tema de las tierras de comuni­
dad, queda zanjada con la Ley de Patri­
monio Territorial  del · Estado, expedida 
en 1 92 7 .  La ley establece firmemente lo 
que son tierras estatales, afirma los dere­
chos a t ierras comunales y ordena un re­
gistro de esas tierras. Por otra parte, de­
lega t�n los mun icipios la reglamenta­
ción del manejo de las tierras de comu­
nidad. Esta ley contiene un principio 
central izador de la definición legal de 
tierras de comu n idad a discreción del 
M i nisterio de Previsión Socia l  y u n  me­
can ismo descentralizado de reglamen­
tación en manos de los municipios. Esta 
ley significó un paso decisivo en la defi­
nición de una pol ítica protectora a las 
e ormmidades, a lejándola de las con­
cepciones tendientes a la privatización. 
Precis¡¡mente, un reglamento sobre l a  
comunidad d e  Pi lahuín, e n  l a  que coe­
x istían comuneros indígenas y mestizos, 
e ... tablí!ce en 1 '1.30 los modos de resol·· 
wr conflictos y la ddjudicación de tie 
nas en la cornunid,HJ. 

En 1 93 1 ,  durante una Asamblea de 
Municipios del país, Pío Jaramíl lo Alva­
rado propuso una ponencia tendiente a 
la reivindicación de las comunidades 
indígenas, poniendo énfasis en la expro­
piación de las tierras de haciendas y l a  
creación d e  un Patronato de la Raza I n ­
dígena .  La idea cent ra l e s  la d e  q u e  las  
comunidades son núcleos de l a  peque­
ña propiedad. Pero también se reivindi­
caban los derechos de los pobl ados ru­
rales que requerfan tierras para su creci­
miento, una demanda que surgía en di­
versos puntos del pafs.24 la  Asarnhlea 
de Municipios, en esa ocasión solo re­
presentada por los Presidentes de los 
Concejos Municipa les de las capitales 
de provincia, consideró que esto no era 
de su competencia y debía ser resuelto 
por el Parlamento. 

El impacto de la ley de Comunas 

Las bases �obre las <{Ue s<; edifícó l a  
i nwrvención estatal en el Ecuador, fue­
ron las simientes ya ed tada.-; d· �sde la re­
volución ju l ian;1 1 1 925), que abre una 
época de creación de apafi1 IOs estatalt�s 
modernos y políticas públ icas interven­
toras. La gen erac ión d<: una legi�I.H.IÚn 
socia l desde l a  décadd df� J q  Hl e i nst i ­
tuciones que permitían arui lrdr los con-

:U PPinmio be::ud.) de P1o ]aram1l lo Alvat ado, ' 1  . .  , • •Hnunidades de indios", El [)í;¡, 
'j/(18/ 1 1127. 

24 "l'<mencia pr.,�em.;da a l.; A�<lmblea ele lo; Munn ;ptos por e::l Uoctor ]a ramillo Alvar..tdo 
sohm división de los latilundíos y dt·rechos dt• los campesinos", El Dfa, 8/03/1 93 1 .  La 
t\samlllt:a de Muninpu¡� wumda a corníenzu� de· marzo de 1 9'i l ,  discutió sobre la 
autonomía municipal, y el papel t:¡ue podían cumplu los munídpio� adoptando medidas 
lel!dienle� a la protección de la industri.• hMint•r.J y el fomento de la agricultura. El Día, 
3 �  1 O/Oi/ 1 '(l l .  



fl íctos laborales urbanos y rurales, defi­
nen rasgos de un Estado i n terventor. 

Surgía una n ueva época de protec­
ción para l a  comunidad i nd ígena que 
tenía i mportantes ejemplos en Perú y 
México. En México, l a  Ley Agraria de 
1 9 1 5  y la Constitución de 1 9 1 7, habían 
introducido l a  capacidad de desarrol lo 
de la propiedad ej idal y com u n a l  y l a  fa­
cultad de fraccionamiento de l a  gran 
propiedad, permitiendo el su rg i miento 
de la pequeña y mediana prop iedad, 
i mplantando también el famoso princi­
pio de l a  "función socia l  de l a  propieda­
d" . .!5 fn Perú, La Constitución de 1 920, 
determina la protec<ión a "la raza i ndí­
gena" y reconoce la existencia legal de 
las comu n idades de i nd ígenas. Y en 
1 92 1 ,  se c re a  la Sección de Asuntos In­
dígenas para poner en marcha l a s  d ispo­
sic iones protectoras. Las primeras co­
munidadm; son reconocidas en 1 925.  
Esto era producto del desarro l l o  del i n ·  
d igenismo peruano y la  pecul ia r  política 
i ndigenist.t del gobierno de Leguía.2ó 

La Ley de Organ ización y Régimen 
de las Comun<1s y el Estatuto d<� la� Co­
munidadt..>s Camp¡;>sinas, expedidas en 
1 93 7, fueron medidas destinadas a re 
tonou�r la j¡ ,,:,!ilución comunal .  l.a Ley 
de Comunas establecía un criterio gene 
ral para incorporar agrupamientos de 
población que tuvieran un mín i mo de 
50 habitantes. De este modo, comun i  · 
dades, parcial idades, anejos y caserío� 
podían ser reconocidas con la figura d<• 
c omuna, independientemenh' de q• •• ·  
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tuvieran o no bienes comunales.  Que­
daban sujetas a la parroquia,  el esca lón 
más bajo de la div isión político admi­
n i strativa. La lt!y no hace referencia en 
n ingún l ugar acere;¡ d<� características 
étni ca s  de la población. Se defin ía tam · 
bién l a  formación de un Cabi ldo para l a  
representación y u n  Presidente como l a  
autoridad y representante de l a  comuna. 
El tema que se había debatido y fue ob­
jeto de confl ictos desde el s iglo XIX, el  
arrenda miento y venta de tierras comu· 
nales quedaba i ncorporado pero bajo 
u na decisión que adoptaba la comuna.  
A diferenc i a  de los decretos del siglo 
XIX que promovían el  arrendamtento o 
enajenación de tierras comu n a les desde 
decisiones externas, estas pasaban a ser 
tomadas i n ternamente. Así m ismo, se 
formal iza l a  i ntervención y supervisión 
por parte de los tenientes políticos. 

Pero lo más i mportante en términos 
de la i nserción i nstitucion a l ,  fue la t a ·  
pac idad d e  i ntervención q u e  adquiere 
el Ministmio de Prev isión Socia l  para re· 
solver los conflictos. En et Estatuto de 
las Comunidades Campesinas, se estil ·· 
biN:en las  normas para resolvf!r la� con· 
troversias  de los b ien(·<; d e  comunidad. 
Se formaliza enlonce� un t ipo de ínter· 
vt�ru lt'H t que ya habí<.1 !<mido vigencia 
dt!stk la Ley de Piltrirnon io Territor ia l  
dd t.,.;I<Jdo de 1 927.  Los l itigios comuna· 
les �•' tr.Jsladan de la  junsd iu ión de los 
jw:g,ulos civi les locales " ' Mrnisterio de 
Previs iór1 Social ,  aunqw� se mantienen 
procedimientos establet ido� en la legís-

25 Lut io Mcndieta y NúñeL, El pro!J/en,,  ·•flfdríu <:·11 Mé;.íco. 1 1 92 3 1 ,  1 d. I'<HTÚ<l, Méxkt, 
OJ·., 1 974. 

26 Moisés Saenz, Sohrt< el indio perw.mo y :.u íncorpur,u iún .¡/ flwrlio n.a iun<�l, 
Puhlil.;anones de la Secretaría de Educación h:.hlica, Mé><1< '• ' ' 1 U, 1' ,'()(, . 
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ladón civi l .  S-e abre también la posib i l i �  
dad de expropiación de t ierras como l o  
prevé el  Estatuto y una ley de Expropia­
ciones .del año 1 938.27 Esl<l interven­
ción centra l izada sobre los conflictos de 
comunidades fue objetada por hacen­
dados y comunidades, en tanto a ltt�rñba 
las prácticas locales de n�sol uc ión de 
conflictos.28 Esta i ngerencia del Minis­
terio, fue suprimida en 1 939, pero se 
reimplanta nuevamente en 1 944. Esto 
se complementa cuando en la ley de 
Régimen Político y Admini5trat ivo de 
1 94.'i, se establece el Depart<�mento d1• 
Asuntos Indígenas adscrito al Ministerio 
de Previsión Soci a l  y 1rabajo que debía 

estar subordinado a una Junta de Cues­
t iones Indígenas. 

La ca ntidad de juicios en los que se 
enconl ri!ban i nvolucradas cornun ida­
úes enlrP 1930 y 1 %2, de awerdo a la  
inform<H� iéln que se encnntrabi1 recopi­
lada en �!xpedientes del M i n i sterio de 
PrPvis iún 5odaí, indrL¡I que el  númNo 
de l it igios tuvo su mayor crecimiento en 
111 déeada de 1 940. Fue el momento de 
una amplía intervención del Estado por 
efecto de las competencias quP 11dqui 
rió PI  Ministerio de Prpvisíón Social en 
la  !>oludón dt> lm umíli( hJs Pnlr;t 1 .. -. 

ciendas }' < omun idadPs y ('lilrP comuni­
dadPs . 

Cuadro No. 2 
litigios comunales 1 930-1 962 

PERIODO 

1 9]0-1 939 
1 940:1949 
1 950- 1 962 

FUENTE: Costa le< {1 %2)_ 

Al año siguiente de la expedición de 
la ley de Comunas, se habían reconoci­
do juríd icamente a 500 comunas. Una 
década más tarde, en 1 947, ya estaban 
reconocidas 792 comunas distribuidas 
en la  sierra y l a  costa. E l  1 2  % de J.¡  po­
blación rural  del Ecuador se encontr;1ba 
radicada en comunas. Pero donde más 
importancia tenía la  población comune­
ra era en las provincias con una mayor 

NUM�RO 

tl �  
l l4 
74 

densidad de población indígen<�. Así 
que Chimborazo, lmbabura, Tungura­
hu<l y C,lña r eran las provincias o m ma­
yor población €•n las comunas. En tanto 
que Azuay y El Oro, eran provincias ron 
baja población comunPra. Un número 
importante de comun.1s p<;l<�ha en Ma ­
nabl y Guay¿¡s, dos provincias de l.l ros­
la . En Manahí correspomlía a asenta­
mientos que se tu l iaban en ,'ire,1� cerril-

2 7  Derrelo Supremo No. 1 fl l ,  2'1/07/ 1 '1 111 SohrP r·ns,¡nchamíen!o dr· ' a ntnnh, parrll(ftll·l�, 
caseríos y comunas. 

28 Mercedes Prieto, l.ibf'rahsmo y /('mttr: /ma¡,:ímmrlo lo< <ujdo.< írulfj1t'"·" nr r•l �r u,u/m 
poswlnnia/, 189.5-19.50, P- 1 )4_ 



na!> a las costas, y en Guayas, mayorila ­
ri.uncntc en la f-'eninsul a  de Santa E lena.  
1..1 cant idad de comunas reconocidas en 
Loja, también iut• import;�nlc. Una parte 
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de comunas, pertenecía estrictamente a 
áreas perííérica� de las ciudades, por ej. 
aquellas quf• st· h<Jl laban vincu ladas a l a  
ciudad d e  Quito. 

Cuadro No. 3 
Comunas y población comunera en Ecuador: 1947 

-·----------
- Població� Número de Población 'l'o Poblac. Promedio Provincia % 

Rural Comufléljj Comunas Rural hab/ 
comlln<�5 com��n<� 

-----

( .uchi 55,6'14 C,4 6.7 1 4 ,044 2 5  260 

lni lhlbw.; 1 h , 'i i() 112 1 0. !  ]2.')! 1  28 394 

PKhlfldhl 1 LO,U6S 1;¡2 7.8 1 4 ,20/l <¡ 229 

( ·otop.txí 1 4 7, 1 0 5  7 7  9 . 7  2 5 . 180 1 7  DO 

lungur�fn¡,¡ 1 4 1!,1!5S 7 4  9 . .! 3.1,850 ;u 4 5 7  

( :himhf)razn 1 7 1 ,71l'í 8:) 1 0.7 25,&1 2 1 5  301 
llohv.lr 'lll, llb l 1 1  1 .4 6.877 9 807 

Cañar 114,51\6 43 5 . 4  1 7, 1 1 7  20 396 

AZ<IdY 20 1 ,1157 1 2  . 1 .5 3 , 2 76 2 i 2 73 

t n¡¡¡ 1 1l6.4.l0 76 9.6 27,6 15 1 5  354 

ti Oro óó,OO'l 1 1  2 . 6  6, 1 } 6  e¡ 292 

C<�ayrt' 2'lU9ll 61 7 . 7  1 7,020 b 279 

{ o.s Hfos 1 29,1! 1 9  4 0 . .5 2 .01 6  2 504 
f\.1JOtlbí l26, 1 70 l l 'l 1 4 .) l9. l09 1 2  l48 

t�nwr.J f ¡ J , ¡� 60. 1 0ú 1 "  6.'15 1 1 2  4b3 
TOTAl 2,246,572 792 1 00 27:),964 1 2  346 

f'ut•i!lt>: f.Hn,¡yo Rublo, 1 9 47 y U )NI\IJ�. UNFI't\. 1 '!117 

t�nttl: 1 vs .. í.Hu� tlé fHJbld( ión rur._1l provtt'rH:n del Censo de 1qso 

Sobre este primer momento de vi 
gen< ia del rP<:onoci rníento de las comu 
nídades, �e <.uenta con Oemugr.-1fía y e�­
l<�dístíca sol> re el índío (:r uatoríano 
( 1 '}4 8), de CésM Císneros. Un d iagnós 
t ico d<� cümo se encontraba distríbu id.t 
l.l pob lación comunera dt· la sierra 
ecuatoriana. Sus dusnipdones son de 
c ierto detalle, basadas en íníormadorF·!> 
de autoridades locales, expedientes d; · 
l itigios que l legaban hasta el Míní,;ll · r  , ,  • 

de Pr<.ovtsíón Social y su conocimiPnlo 

directo. Describe caseríos, pard a l ídd 
des y concentraciones en las que se 

agrup,; l a  población, sean o no comu­
nas. Eran agrupamientos de pohlación 
con 'us rasgos particulares, cerrados an­
t e  los extr.1ños, pero depend•entes de su 
vincu lación a los mercados, los pueblos 
y las haciendas. Se apreci a que muchas 
parcial idades y caserío� no se habían 
acogido al régimen de (:omunas. En a l ­
gunas parcial idades, había un régimen 
de cacíques y alcaldes. E!.tas descripcio­
ne� que evoc.1n las Relaciones Geográ � 
fíe a; dd período colonial ,  permiten pu 
cíbir como en los intelecluale� vin< ula 
dos al  apar.:�!o de E�tado, se habían 
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•onstituido maneras d e  perc ibir !.1 po­
blación indígena y los modos de gene­
rar una administración estatal. 

Cisneros constata los vínculos de 
haciendas y comunidades mediante 
pactos de trabajo a cambio de acceso a 
recursos, confl ictos intercomunales, 
confl ictos entre haciendas y comunida­
des, las peculiaridades de la producción 
agraria y artesanal, el acceso a la escue­
la, los vínculos con centros poblados y 
los procesos migratorios. 

Establece una división entre lo  po­
blación "indo-mestiza" que también los 
denomina campesinos, y los indígenas, 
que tiende a definirlos frecuentemente 
como "atrasados", exceptuando aque­
llos que se encontraban cerca de los 
centros urbanos y desempeñaban ofi ­
cios artesanales. El horizonte de Cisne­
ros, es el de valorar como preferible la 
mayor cercanía a las pautas culturales 
mest izas. lo indo-mestizo, es su modo 
de describir no una categoría racial, si­
no l a  coexistencia de indios y mestizos 
en determinadas localidades y áreas ru ­
rales. Realmente, él distingue muy cla­
ramente en sus descripciones a indios, 
mestizos, blancos y negros. En las áreas 
urbanas, percibía el incremento del 
mestizaje con lo que "casi habían desa­
parecido los grupos indígenas atrasa­
dos."29 Cisneros evitó el uso de los tér­
minos de cholo y chagra para designar a 
los habitantes mestizos rurales. 

Identificó tres tipos de comunida­
des: 1) agrarias; 2) de explotación en co­
mún, y; 3} de aguas. Las comunas agra-

rías y las de explotación en común, tie­
nen rasgos similares, en tanto se trata dt: 
la existencia de tierras de uso familiar 
en las zonas bajas, junto a las tierras de 
aprovechamiento común en las zonas 
altas para pastoreo. l.as comunas agra­
rias eran las que tenían un cabildo que 
había distribuido las tierras de cultivo a 
las familias indígenas o mestizas, y éstas 
pagaban una pensión de arrendamien­
to. Mientras que las comunas de explo ­
tación en común, correspondían a l  ac­
ceso de pastos en zonas que no eran ad· 
yacentes a las zonas bajas y eran más 
distantes. Además de que las zonas de 
pastoreo eran compartidas con otras co­
munidades o poblados. Entonces, las 
comunidades agrarias eran aquellas en 
las que existía una continuidad territo­
rial entre la zona baja y alta, mientras 
que las comunidades de explotaciún en 
común, eran las que tienen una discon­
tinuidad entre las zonas de apropiación 
familiar y las áreas de explotación de re­
cursos comun<tles.30 Las comunas de 
aguas, eran aquellas conformadas por 
propietarios indígenas o mestizos que 
por l a  ley habían obtenido acceso a m .  

rrientes de agua. 

Final 

En el siglo XIX, las relaciones entre 
el Estado y las comunidades indígenas. 
tuvieron una evolución <:<Hnbiante, 
donde el hecho central fue una lenta 
erosión del estatuto colonial de los gru­
pos étnkos. 

29 César Cisneros. Demografía y estadística sobre el indiu ecuatoriano. Tallt·re� Gráfin;� 
Nacionales, Quito, 1 948, p. 9 1  

3 0  lbid . .  pp. 1 53-1 54. 



En una primera etapa desde 1 828 

hasta 1 857,  donde rigió el tributo mio­
nía!,  se conservó un sistema modiFicado 
de a utoridades étnicas. Se trataba de 
una situación contradictoria, e n  tanto 
sobrevivían los conceptos de derecho 
colonia l ,  supNpuestos a una nueva le­
gisladón civi l .  En cuanto el s istema de 
tributo también garantizaba los dere­
chos de acceso colectivo a tierras co­
muna les, esta legislación que a lteraba 
el régimen de posesión de tierras comu­
nales, no tuvo efectos considerables. E n  
l 8.'i4, se suprimen los Protectores de in­

d ígenas, y con l a  cancelación del tribu­
to, sP derogan los privi legios y excen­
siones legales de los i ndígenas, quediln­
do seriamente vulnPri!dn el s istema de 
autoridades étn icas. 

E n  l a  segunda mitad del siglo XIX, se 
evidencia una situación de desprotec­
ción, con la sujeción a la legislación ci ­
v i l  y sus procedimientos que se sobre­
ponen a los derechos de tradición colo­
n i a l .  S i n  l'mbargo, los conflictos permi­
ten establecer u n  l ímill:' a la expansión 
de las haciendas. 
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E.l período l i bera l ( 1 895 1 9251, 

inaugura u n  nuevo ciclo de proten:ión 
a l  permitir  el mayor acceso de los indí­
genas a l a s  instancias estatilles, pero de 
sala i ntensos confl i ctos que estaban m­
presados en lo� n iveles locales de po­
der. 

Después de 1 925, se nmsolíd a  l a  
tendencia proteccionista de l a  comuni­
dad campesino/indígena, con l a  inter­
vención del Estado quf' culmina f.'n la  
legislación de comunas de 19.17, que 
además de i nsertar a las comunidades 
en fa división político administrativa, 
establece un modo central izarlo de pro­
cesamiento de los conflictos. 

Hemos propuesto una E�xpl icadón 
h istóric a  de lo que ha sido f a  construc 
ción lega l de la  comunidad campesi 
no/indígena. concebida como u n  pro­
ceso en el que se definen los derechos 
comunales de un modo Lunfl ictivo. E n  
l a  larga durac ión s e  constituye u n  suje­
to socioterrítori a l  que es defin ido jurídi­
camente en u n  c iclo de protecc ión-des­
protección-protección que engarza l a  
trayectoria d e l  derecho y l a s  interven. 
dones estatale�. 
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Anexo 
Legislación sobre tierras y drechos comunales (1 820· 1 947) 

----------------r----·---j·-------------··---------, 
DECRETO/LEY 

Decrt•Io que orden,¡ devolver 
ios resgudrdos a los ·'ndturd les'' 

Decreto que suprime el tributo 
y ordena el repano de Iierras 
de resguardo 

Decre10 que restablece la 
Contribución Personal de 
l�digenas 

FECHA 

1 820 

1 8 2 1  

CONTENIDO 

Se ordt•na devolver tierras de resguardo 
Se a�ignan tierras en usufruno fami 1 1ar  
E l  arrt>ndamiento de tierras dL· resguardo 
se destina par� t>ducadón y pago de 
tributos 

Se> suprime el tributo ind1gena 
Se ordena el reparto de tierras 
dt' H''�;,�uardo 
Los tc.•rreno� sobrantes pueden arrendarse 

1 5/ 1 0/1 828 Se restablece la C.:onlribunon l't•rsonal de 
Indígenas (3 pt-sos y 4 reales), dirigido a 
indigenas enlre 1 /l  y 50 añns. 
Se defrnen las tierras de rt'sguardo, 
posibililando el a� rendamieruo, uso 
común y repanos a nivel individual 
dentro de la población indígena. 
Se des1gnan Protectores dt- Indígenas 
Se conserv<� rán los pequeños cabildos 
y emplt-ados ,,n pdlrnquias de indígenas 

f-------------------+------- _ _ ____ , _________________ _ , _________ _ _ 

Uecre10 que establece escuelas 
para n iños indigenas 

'1 6/0'1 /1 831 Lus fondo, f!dra I .J edu< •''- ión indígen,1, 
debían provf'nir de lol subasta p,·,hl w.J 
de los sobrJ"� nlf!s de t i erras dt-> re�guc1rdo 

--------------11-----------·----- ----··----· .. -----
Ut-:creto sobre dotaCión de tierras 
baldías y asignación de propiedad 
familiar para indígenas. 

1 ey dt, Contribución de indígenas 

6/llb/ 1 84:1 :,r- dSignaran l •t•rra> IMillíd., d loo 

3/06/ 1 8!i 1  

indígena�. que y d  no qtH:.'p<.ul t n  tierra� 
de cnmuoidad 
Se adjudicarán en profJÍ<clldd tierra> d� 
comuniddd que t->�lán en po:-;eslón 
familiar 

Se rnenciona el término ''<.:o1 ium ídad de 
i ndígends". 
Establece una contribución •nudl de 
pesos para Indígenas comprendidos 
entre 1 8  y SO años de edad. 
SP. conservarán los pequeños Cabildos 
1 unpleados de parroq11ias de indígenas. 
Asignac:íón familiar de tierras de resguardo 
<¡e podrán arrendar tierras de comunidad 
a indígenas preferentemente 
fl produLto servirá para el financiamiento 
de escuelas pdrnaria!l 

-- ----------------------'-------·-------- .. --·------------ -----' 



DECRETO/LEY 

-·- -

Ley de Contribución d,. Indígenas 

f---
D<·r·rpto que supr ime la 
Contribución de Indígenas 

1-------·--
l ey de Tierras flaldias 

Ley de Tierras Ba ldías 

1--
I.Jpcretos de remalt� de tierras 
de romun idad 

Ley sobre �XJsquec;; narionales 

----

IJerrelo sobrE> Derechos de 
Indígenas a bosques 

Decreto que exonera a los 
indígenas del trabajo subsidiario 
y la contribución territorial 

Decreto que reitera la exenrión 
de la contribución territorial  

--

Ext'nC ión de la contribución 
territorial 

L<·y de f'atrimonio Territorial 
del Estado 

- --· -----

Constitu.-ión Polllira dP. 1 929 

L ____ _ 

FECHA 

2 .l/1 0/1 8.54 

-

J0/1 0/ 1 8.5 7  

!-----------
1 865 

1 875 

1 863 l flb9 

2"l/ 1 0/ 1 B 7 S  

----

1 /011/1 890 

1 :1/08/1 11% 

2 5/lll/1 898 

2:1/ 1 1 / 1 920 

1 3/ 10/ 1927 

1 929 
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�--- � -�---------

CONTENIDO 
--

. Se reitera en los objetivos d., la Ley 
de 1 8.5 1  

. Se suprimen los prolpctores d� indí�enas 
------------

. Se suprime la Contribución de Indígena 

---------- ---- ------

. Definición de lierras baldías y tierras de 
resguardo y el modo de a.�ignaríón 

-

. Definíci6n de liPrra� baldías y modo 
de asignarión 

-- --

. Disposición d� l ipo particular p•ra 
venta de tierra de comun idad 

. fjecuriún por parte de aulnridade' 
locdles 

. SP eslabiPcP la libre Pxplotación de 
bosqopc;; naciona les baldíoG 

�---------�--------

. Se definen derE-chos de acceso a 
bosques p.ua ind ígenas "cristianos" y 
"salvajes" de Id banda oriental 

. Los indígenas snn exonerados del 
trabajo subsid iario y la contribución 
terr itor ia l 

. Se insiste en que los indígenas no 
deben p�gar ninguna contribución 
territori a l  

. Se deroga la contribución lerrilorial 
para predios rústicos de menos de 
1 ,()[)[) SllriPS. 

. Se define tierras bald ías. municipales 
y de comun idad�es 

. Se ordefla la identií•cación y registro 
de lierra5 c cmlUna les 

. Se prevé impulsar el uso de las tit>rras 
t·omunales y definición de reglamentos 

. Definición de función social de la 
orooiedad 
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IJECKHO/lEY FECHA CONHNillO 
------------------·+------1---·-·----------------

Dt•nt·lo de exetH"IÓrl de unpuesto 
d tit•f tdS  de n1munidades 

l er t.k· l J¡gonl lt.H 1on y Mcgiml:n 
de las ( orounas 

f.slawlo )urídKo de las 
c·nmun1tla:dt:s Cdm�s¡na� 

7/0.l/ 1 'l.l'i 

.ltl/ll7/J 9.17 

7/ 1 2/1 '1'17 

Se dcdar.ln libre> de impuesw ,¡ 
prt•dios rústiros a las tierras de 
n.JIIllUHÚ •. uJ. si no �upcr.ut los 4 .000 
sun•:� por e ondórnmo. 

Se ddín<: que lodo u•fllro pohlado 
que !eng.¡ un mín1mo de SO hdiJílantt!S, 
pt�t·den adquir¡r flersoncríd juridi(.,i 
Las comun.Js t:st:Sn sujelas a IJ jurbdit dó11 
de '• f.hlff<><¡UI.! urbana o rural 
las < omonas dependen 
admioi�tr..ttivJ.mente del MintStí�rtu dt' 

l!t<:rH:SI.ll �út'ÍJI 
L�s ( otntlnas pod1 án P')St�e• l>ienes 
en romun. 
tf ()rgano rcprt'M�nlativo de t,1 1 wlHHid 
<:> el (.¡bildo 
1..:1!:> Plt:( UOtH.'� �Ofl Superv i:uHJ,¡� por el 
lcniente p·qlhi( o 

Se definen las a:trihuuones d<-d Minlsterio 
d�:.: U i t•nesttH �oc ia�  en Id �uperv1sión1 
reg1stro e mtt.·rv�nción en nnlflit tos 
de fas cnrrwnidddes 

----·----.. ----+-····--·-----+ .. ·-·------------ -----·- ------

Oe<.fl'lo 4'"' deroga <:1 tslalulo 

luridicc d� IJ Comur\id;dc,; 
C.:..n 1pes1nJ.s 

Deu eto qut: restdblece el f;tatulo 
l 1 H !d1<. o tie 'ds Cnmunidades 
Lt:Hllf)t!::tina� 

lty dto Régimen l'olotko 
Adrninislrativu 

4/ll l/ I 'J .l'J 

1/08/1 1144 

1 945 

Ut:cr•:to <¡ut- '·'"� l,¡ )unid de 1 ':14 7 

St: trtm.-.fieren los ternd� dt: í onflu to� 
cornunalc!::. e irnercomun,lle!> a l.1 
jurisd1< nón de la justicia • ív11 . 
H M!nistt:r1o de Prtvtsi.ón Son�-i l vuelve 
4 dt.:ndH hObre ( tJtlíllcto::. y n1fllt OV�fSi.lS 
de comunidad•:s 

--------------------
St defmcn ia junta dt� Ct�est1oncs 
lndígenot" y el UcfhHl.Jincnio de A�unlo� 
lndígt:fldS del Mu\Í ;h:rio de lr;bajo 
y Previsión Sod�1L Se deíim·n ;ur1ciont�:, 
<:omplememana> d IJ> <.Id hlatuto jurídico 
de las Comunidades Campc;u¡,¡s_ 

·- --------------- ·--- -- - ----

St: dclínc l.t cornposidón y .urib•a ume• 

1 
Cut·ht ¡ ¡ ,w·-; lnthgena!, de la junta de Cuestiones lndigen.Js, 

relativas a la pwtección de las 
<. <.11 nun tdades, conlroversias y temas 

1 laborales. 
. ... ._ ___ _ - - -·-·---- -- · -·· ·· ·· --�-·- ·-··-· ... _ .. ______ -------.. ----- ' 
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